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Enric Prat de la Riba y el artÃculo 155
HistÃ³ricamente, a la izquierda catalana le pasÃ³ con Enric Prat de la Riba (1870-1917) lo mismo
que les pasÃ³ a los republicanos franceses con Tocqueville o a Gramsci con Cavour, es decir,
que combatÃa su legado ideolÃ³gico al tiempo que se sentÃa atraÃda por su ingenio polÃtico y
su talento prÃ¡xico. No es para menos. No hace falta compartir sus ideas para reconocer que
Prat, de quien este aÃ±o se conmemora el centenario de su muerte, fue el polÃtico catalÃ¡n mÃ¡s
importante del siglo XX; el hombre que mejor entendiÃ³ su tiempo y que supo presentar una
estrategia polÃtica ciertamente incisiva. No es de extraÃ±ar, pues, que siga siendo objeto de
estudio por parte de los historiadores. Y, sobre todo, que su pensamiento continÃºe inspirando a
no pocos partidos y movimiento nacionalistas de CataluÃ±a.

Con todo, creo que estos mismos partidos y movimientos aÃºn no han sabido realizar una lectura
â€“por asÃ decirloâˆ’ laica y secularizada del ideario de Prat. Quiero decir, una lectura que
ubicara su pensamiento en el contexto histÃ³rico en que fue formulado (muy diferente del
nuestro). Y que, por tanto, identificara aquellas partes que han caÃdo en la obsolescencia
histÃ³rica y polÃtica. Cito aquÃ la que mÃ¡s me llama la atenciÃ³n: la visiÃ³n que tenÃa Prat del
Estado espaÃ±ol de su Ã©poca. Para el fundador de la Lliga Regionalista, el Estado era una
estructura tÃ©cnica por lo pronto incapaz de proporcionar los servicios administrativos y sociales
indispensables para una sociedad que aspirara a ser moderna; y en segundo lugar, altamente
disfuncional y con una propensiÃ³n a suplir con la fuerza sus debilidades polÃticas. Lisa y
llanamente: en EspaÃ±a, y mÃ¡xime en CataluÃ±a, el Estado eran guardias civiles y capitanes
generales poco proclives al diÃ¡logo y funcionarios holgazanes (y casi siempre procedentes de
Castilla). MÃ¡s allÃ¡ del relato nacional que alimentaba y sustentaba las reivindicaciones polÃ
ticas de la Lliga, un ente como la Mancomunitat (1914-1923/1925), o sea una â€œestructura de
Estadoâ€• ante litteram, se justificaba en nombre de las necesidades de una sociedad mÃ¡s
compleja que la castellana, que precisaba una administraciÃ³n mÃ¡s eficiente y que
proporcionara cuadros tÃ©cnicos de nivel a su aparato industrial. Esta visiÃ³n era a la sazÃ³n
sustancialmente correcta. Y el Ã©xito de la Lliga se debiÃ³ en buena parte a su capacidad para
interpretar las exigencias materiales de una burguesÃa diferente de la del resto de EspaÃ±a. Y
por ende, de convertirla polÃticamente en una â€œclase nacionalâ€•.

Sin embargo, hoy esta visiÃ³n del Estado espaÃ±ol ya no corresponde a la realidad. Y uno de los
lÃmites de los soberanistas catalanes es precisamente el seguir creyendo en este esquema
pratiano. Actualmente, el Estado espaÃ±ol es una estructura tÃ©cnica harto poderosa (y digo
harto sÃ³lo porque no llega al nivel de sofisticaciÃ³n que tiene en algunos paÃses europeos como
Francia o Alemania) y diversificada. EstÃ¡ formada por inspectores de Hacienda, contables y
economistas, abogados del Estado, diplomÃ¡ticos, funcionarios cualificados, etc., que pasaron
por oposiciones durÃsimas y que poseen una excelente formaciÃ³n profesional. Se trata de una
estructura que se empezÃ³ a gestar en los aÃ±os del desarrollismo opusdeÃsta y que se ha ido
potenciando y mejorando a partir de la TransiciÃ³n. Pues bien, la clase dirigente catalana nunca
ha acabado de registrar este hecho pese a las numerosas evidencias que se encontrÃ³ en su
camino. Recuerdo que polÃticos como Antoni Castells constataban, en los aÃ±os del Tripartito,
que las negociaciones con los funcionarios de Hacienda y EconomÃa acerca de las



transferencias del Estado a la Generalitat se les convertÃan en una suerte de terreno pantanoso
por la excelente preparaciÃ³n de los economistas de Madrid. Y hasta un liberal independentista
como el economista Xavier Sala i MartÃn siempre recomendaba no subestimar al Estado. En
vano. En el imaginario colectivo, y mÃ¡s aÃºn en el imaginario nacionalista, el Estado era una
estructura que podÃa ser lentamente sustituida por una Generalitat en fase de expansiÃ³n, lo cual
es cierto, pero tambiÃ©n doblegada por una acciÃ³n polÃtica coordinada y potente. Lo cual ha
resultado falso. El Estado espaÃ±ol (que no ha de identificarse sÃ³lo con el gobierno del PP), mal
que pese, es y seguirÃ¡ siendo sÃ³lido. Una muestra de esta solidez es su aplicaciÃ³n del artÃ
culo 155. Contrariamente a lo que pensaban muchos cuadros e intelectuales de Junts pel SÃ,
que vaticinaban una debacle de los Ministerios a la hora de gestionar CataluÃ±a, el Estado ha
controlado tanto el territorio como la administraciÃ³n de la Generalitat en 48 horas. Ahora
sabemos que estarÃa en condiciones de gestionar las funciones establecidas por el Estatut, y el
Ãºltimo presupuesto aprobado en el Parlament, ad eternum. El problema es sÃ³lo y
exclusivamente polÃtico. En fin, de legitimidad polÃtica. AquÃ sÃ que el Estado tiene un
problema de envergadura que no podrÃ¡ soslayar durante mucho mÃ¡s tiempo. Se trata, en todo
caso, de una dimensiÃ³n que nada tiene que ver con la gestiÃ³n tÃ©cnica de la Generalitat que
estÃ¡ llevando a cabo ahora.

Si de algo han servido estos Ãºltimos tres meses es para entender que la â€œunilateralidadâ€•,
entendida como prueba de fuerza del gobierno catalÃ¡n para doblegar al Estado, ha fracasado y
que cualquier soluciÃ³n a la crisis catalana, incluida una que pase por un referÃ©ndum de libre
determinaciÃ³n, se concretarÃ¡ a travÃ©s de la negociaciÃ³n polÃtica. A esta conclusiÃ³n ya han
llegado el PDeCAT y ERC, si bien, por obvios motivos, la explicitarÃ¡n definitiva y claramente
sÃ³lo despuÃ©s de las elecciones del 21 de diciembre y en el marco de una autocrÃtica que
serÃ¡ mÃ¡s o menos amplia en funciÃ³n de los resultados electorales y de cÃ³mo acabarÃ¡ la
cuestiÃ³n de los presos. Para estos partidos serÃ¡ importante âˆ’y probablemente algo
complicadoâˆ’ explicarles a sus bases que, de cara a la articulaciÃ³n de una polÃtica mÃ¡s viable
y adherente a la realidad, es menester abandonar cuanto antes la visiÃ³n pratiana del Estado
espaÃ±ol. Y que, sobre este tema, mÃ¡s vale leer a Max Weber que al gran polÃtico de
CastellterÃ§ol.


